INFORME DE LA COMISIÓN DE CONSTITUCIÓN, LEGISLACIÓN, JUSTICIA Y REGLAMENTO RECAÍDO EN LAS OBSERVACIONES DEL EJECUTIVO AL PROYECTO DE LEY SOBRE LIBERTAD DE OPINIÓN E INFORMACIÓN Y EJERCICIO DEL PERIODISMO (1035-07).

HONORABLE SENADO:





Vuestra Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento tiene el honor de informaros sobre las observaciones del Presidente de la República al proyecto de ley señalado en el rubro.





Cabe anotar que, con fecha 11 de abril de 2001, el Primer Mandatario hizo presente, con carácter de “suma”, la urgencia para el despacho de este asunto.





A la sesión en que se consideraron las observaciones, concurrieron, además de los miembros de la Comisión, los HH. Senadores señores Edgardo Böeninger, Hernán Larraín, José Antonio Viera-Gallo y Enrique Zurita.





Asistieron, especialmente invitados, el Ministro Secretario General de Gobierno, señor Claudio Huepe, y el asesor jurídico de dicha Secretaría de Estado, Don Ernesto Galaz.





Asimismo, participaron en parte de la sesión los señores Claudio Hohmann y Alvaro Peralta, asesor y Secretario Ejecutivo de la Asociación Nacional de Televisión, respectivamente.





Es dable señalar que, para su aprobación, las observaciones números 3 -artículo 4°, inciso segundo-; 18 –artículo 27-; 25 -artículo 42-, y 29 -artículo 49-, requieren del voto favorable de las cuatro séptimas partes de los señores Senadores en ejercicio, por cuanto inciden, la primera, en la Ley Orgánica Constitucional sobre Gobierno y Administración Regional y las otras, en la relativa a la organización y atribuciones de los tribunales.





Por su parte,  las  observaciones  números 19 -artículo 31-, y 20 -artículo 32-, referidas a delitos cometidos a través de un medio de comunicación social-; 27 -artículo 44-, y 31 –artículo primero transitorio-, que modifican la ley del Consejo Nacional de Televisión y establecen limitaciones para la adquisición del dominio de servicios de televisión de libre recepción; y 30 -artículo 50-, que deroga la Ley de Abusos de Publicidad, tienen el carácter de normas de quórum calificado.





Cabe hacer presente que durante la tramitación del proyecto de ley en análisis surgieron algunas divergencias entre la H. Cámara de Diputados y el Senado que fueron estudiadas por una Comisión Mixta constituida al efecto, de acuerdo a lo dispuesto en el artículo 68 de la Constitución Política, la que propuso la forma y modo de resolverlas.





La proposición de la referida Comisión Mixta fue rechazada por la Cámara Baja con fecha 16 de mayo de 2000 y, posteriormente, aprobada por el Senado el 12 de junio del mismo año.





La Cámara de Diputados, como Corporación de origen, comunicó lo anterior a S.E. el Presidente de la República, para los efectos previstos en el inciso segundo del artículo 68 de la Carta Fundamental, esto es, si le solicitaría considerar nuevamente el proyecto aprobado en segundo trámite por el Senado.





Por oficio Nº 81-342, de 16 de junio de 2000, el Primer Mandatario hizo saber su resolución de no hacer uso de la referida facultad.





Posteriormente, la H. Cámara de Diputados, por oficio N° 2914, de 4 de julio de 2000, comunicó al Jefe de Estado el texto del proyecto en las partes en que había acuerdo entre ambas ramas del Congreso Nacional. Le consultó, asimismo, si haría uso de la facultad que le confiere el artículo 70 de la Constitución Política de la República, ante lo cual éste optó por vetar el proyecto, lo que hizo por oficio 160-342, de 11 de agosto de 2000.





En el curso de la tramitación legislativa de estas observaciones, la Excma. Corte Suprema fue oída en mérito de lo dispuesto en los artículos 74 de la Constitución Política de la República y 16 de la ley N° 18.918, Orgánica Constitucional del Congreso Nacional.

--------

OBSERVACIONES DEL PRESIDENTE DE LA REPUBLICA



El Primer Mandatario expresó que sus observaciones tienen el propósito de contribuir a forjar un adecuado estatuto de las libertades de opinión e información, con el objeto de perfeccionar la democracia y asegurar los derechos ciudadanos.



Recordó que esta iniciativa se originó en un Mensaje del año 1993, cuyo propósito fue dotar al país de una legislación más coherente y moderna para garantizar la plena vigencia de las libertades de opinión e información, consagradas en el artículo 19, número 12, de la Constitución, como también regular adecuadamente el ejercicio de la profesión periodística.



Puso de relieve que durante siete años el proyecto fue debatido intensamente en el Parlamento, incorporándose los aportes de los Parlamentarios y de los distintos actores involucrados en las materias que él está llamado a regular.



Hizo saber que las observaciones consideran muy especialmente los textos que fueron aprobados en el curso de los diversos trámites constitucionales y que, asimismo, se han tenido en cuenta los alcances, comentarios y reparos formulados por representantes de los distintos Comités Parlamentarios y por los dirigentes de las asociaciones de medios de comunicación social y del Colegio de Periodistas.



Indicó que, a su juicio, se vive una profunda época de cambios, especialmente en lo referente a la producción de conocimientos, información y comunicación. La globalización de las comunicaciones, agregó, caracteriza profundamente el desarrollo mundial de la última década y las tradicionales fronteras existentes entre los países hoy se ven superadas por las comunicaciones promovidas por las sociedades abiertas. 



En este contexto, señaló que la tendencia natural de las sociedades democráticas como la nuestra es avanzar hacia la generación de mayores espacios de libertad en el ámbito de las comunicaciones. Junto con lo anterior, advirtió que se requiere de instituciones políticas sólidas y de una ciudadanía activa, lo cual supone un nivel adecuado de información sobre los asuntos de interés general. En tal sentido, manifestó, el reconocimiento del derecho de la ciudadanía a una información abierta y transparente constituye uno de los objetivos principales de este proyecto de ley.



Sostuvo, por último, que esta ley debe estar basada en los principios de pluralidad, apertura, transparencia y fomento al desarrollo de la ciudadanía.



Las observaciones del Primer Mandatario recaen sobre los siguientes cinco órdenes de materias:

1.
Derecho a recibir información.

En este aspecto, se reconoce el derecho que asiste a las personas a ser informadas sobre asuntos de interés general. Este se considera parte natural de la libertad de opinión y de información, mas no significa, en ningún caso, que pueda obligarse a alguna persona o a algún medio a entregar determinada información, como lo ha reconocido el Tribunal Constitucional en su sentencia del 30 de octubre de 1995, recaída en los autos rol N° 226, al conocer, precisamente, de un requerimiento de constitucionalidad sobre algunas materias específicas de la iniciativa en informe.

2.
Recursos para difusión local.

En cuanto a este rubro, señaló que la descentralización y desconcentración del país no es solamente un proceso político-administrativo o territorial, sino también un proceso vinculado al desarrollo de la libertad de información y opinión, de manera que el desarrollo socio-cultural equilibrado del país requiere asumir, en perspectiva, la equidad comunicacional-informativa para contribuir al desarrollo regional.

Para estos efectos, se propone contemplar en la ley de Presupuestos del Sector Público recursos destinados a apoyar programas y espacios de índole cultural o interés regional para ser difundidos por los medios de comunicación social regionales, provinciales o locales.

3.
Regulación del periodismo.

Se establece un título especial relativo al ejercicio, como una manera de entregar una señal clara de la importancia que para la sociedad tiene su función pública.

Bajo ese título, se proponen diversas normas para dignificar la profesión periodística, como lo son la definición de “periodista” y la obligación para los órganos centralizados y descentralizados del Estado, como así también para las empresas públicas, de contratar periodistas titulados para el ejercicio de estas funciones. Se contemplan, además, disposiciones referidas al secreto periodístico y a la protección intelectual de este trabajo, o cláusula de conciencia.

4.
Pluralismo informativo.

Se aborda el pluralismo informativo como expresión de la relación existente entre la democracia y la economía de mercado, teniendo en consideración el debate y los consensos existentes, así como también las disposiciones vigentes y los fallos pronunciados sobre la materia. 

Se propone acrecentar la transparencia en el mercado informativo, el que, además, debe encontrarse sometido a las normas de la libre competencia. 

En este sentido, se incorporan precisiones respecto a las formalidades que deben cumplir los propietarios de los medios de comunicación social.

En aras de la necesaria transparencia, se propone señalar en las publicaciones escritas con un tiraje superior a cinco mil ejemplares, el número de ejemplares de la edición inmediatamente anterior. Dicha norma debería ser complementada en el futuro con un mecanismo de verificación consensuado por todos los involucrados. 

Se afirma, a este respecto, que la industria de los medios de comunicación no puede escapar a los métodos de control económico que nuestro sistema contempla para asegurar la libre competencia y evitar la concentración monopólica. Por tal motivo, se incorporan normas que clarifican el rol de la Fiscalía Nacional Económica en relación a los medios informativos.

En el caso de los medios sujetos al sistema de concesiones, se establece la exigencia de un informe previo de la Comisión Preventiva a objeto de detectar oportunamente el efecto negativo que determinadas transacciones pueden tener en la libre concurrencia.

Así también se contempla, para conocimiento público, un registro de las personas naturales o jurídicas que tengan participación en la propiedad de los medios, el que será organizado y actualizado por los propios medios de comunicación social.

5.
Competencia de los tribunales.

En este ámbito, se propone que la justicia ordinaria sea siempre competente para conocer de los delitos cometidos por civiles en razón del ejercicio de las libertades de opinión e información consagradas en el artículo 19, número 12, de la Constitución Política de la República. Esta competencia prevalecerá sobre toda otra norma. 

Se modifica el artículo 6°, letra b), de la ley de Seguridad del Estado, que deroga privilegios de ciertas autoridades públicas en relación a los delitos de injuria y calumnia, lo que importa una adecuación del derecho interno al Derecho Internacional que obliga a Chile. 

Lo anterior se complementa con la modificación del artículo 50, número 2°, del Código Orgánico de Tribunales, con el fin de que un Ministro de Corte de Apelaciones lleve los procesos que se sigan en contra de determinadas autoridades.

Por último, se plantea derogar la ley N° 16.643, sobre Abusos de Publicidad, con el fin de unificar en un solo cuerpo legal la normativa atinente al ejercicio de las libertades de opinión e información. La derogación de dicha ley implicará, además, la eliminación de la facultad que tienen actualmente los tribunales de decretar la prohibición de informar respecto de causas pendientes ante ellos.

ANALISIS DE LAS OBSERVACIONES





Vuestra Comisión procedió a analizar las treinta y una observaciones, de lo cual se dará cuenta a continuación, consignándose, además, los acuerdos adoptados respecto de cada una de ellas.

Observación N° 1





Esta observación incorpora al artículo 1° del texto aprobado por el Congreso Nacional y remitido al Ejecutivo, que versa sobre los derechos que confieren las libertades de emitir opinión y la de informar, un inciso final del siguiente tenor:





“Se reconoce a las personas el derecho a ser informadas sobre los hechos de interés general.”





El Ministro Secretario General de Gobierno, señor Claudio Huepe, expuso que este derecho ha sido reconocido en la jurisprudencia del Tribunal Constitucional, el cual ha dictaminado que "si bien en la letra de la Ley Fundamental no aparece consagrado expresamente el derecho a recibir las informaciones, éste forma parte natural y se encuentra implícito en la libertad de opinión y de informar, porque –agrega el mismo Alto Tribunal- de nada sirven estas libertades si ellas no tienen destinatarios reales". Puntualiza, sin embargo, que esto no significa en ningún caso que se pueda obligar a alguna persona o a algún medio a entregar determinada información.





A raíz de una consulta del H. Senador señor Chadwick acerca de las acciones de que se dispondría para garantizar la efectividad de este derecho, el señor Ministro explicó que el fallo del Tribunal Constitucional dejó en claro que este es un derecho que se puede aceptar a la luz de la Constitución Política siempre y cuando se entienda que nace en el momento en que se emitan las informaciones. No puede el Estado, dijo, atribuirse la facultad de obligar a un medio de comunicación social a informar en un determinado sentido.





Los titulares del derecho, agregó el Secretario de Estado, son todas las personas, y los sujetos obligados son el Estado, por una parte, y también los medios de comunicación social.





El H. Senador señor Larraín llamó la atención de la Comisión acerca de la imprecisión del contenido de esta norma, que, según su parecer, hace previsibles los problemas que puede causar su interpretación y, por ende, su eficacia.





El H. Senador señor Hamilton replicó que el derecho en estudio forma parte de la libertad de información y que no puede entenderse que mediante él una persona pueda obligar a un medio a informar de determinada manera.





El H. Senador señor Silva expresó su acuerdo con la norma pues le parece coherente con la idea matriz de la iniciativa. En cuanto a su carácter, explicó que se trata de un precepto normativo que orientará la dictación de normas reglamentarias, la jurisprudencia de los tribunales y la conducta de los sujetos que actúan en este ámbito.





A proposición del H. Senador señor Díez, la Comisión acordó aprobar esta observación dejando constancia que ella no obliga a los medios de comunicación social a proporcionar determinadas informaciones, no obstante que ampara a las personas para recibir la información que los medios difundan sobre hechos de interés general.





En consecuencia, la observación fue aprobada por la unanimidad de los miembros de la Comisión, HH. Senadores señores Aburto, Chadwick, Díez, Hamilton y Silva.

Observación N° 2





Repone el artículo 2° aprobado por la Comisión Mixta, que define los conceptos de “medios de comunicación social” y “diario”.





Esta observación fue aprobada por la unanimidad de los miembros de la Comisión, HH. Senadores señores Aburto, Chadwick, Díez, Hamilton y Silva.

Observación N° 3





Incorpora dos artículos nuevos a continuación del 2º recién referido. Los actuales artículos 3º y 4º pasarían a ser 10 y 11, respectivamente.





En el artículo 3° se define el pluralismo, concepto que recogía el artículo 7° del texto de la Comisión Mixta.





El inciso primero del artículo 4° corresponde al inciso segundo del artículo 3° aprobado por la Comisión Mixta. Dispone que los fondos presupuestarios del Estado, de sus organismos y empresas y de las municipalidades, destinados a avisos, llamados a concurso, propuestas y publicidad con una clara identificación en el nivel regional, provincial o comunal, deben destinarse mayoritaria o preferentemente a efectuar la correspondiente publicación o difusión en los medios de comunicación social existentes en esos niveles.





Se agrega un inciso segundo, nuevo, con el fin de que la Ley de Presupuestos del Sector Público contemple recursos para financiar la realización, edición y difusión de programas o suplementos de carácter regional.





Esta observación fue aprobada por la unanimidad de los miembros de la Comisión, HH. Senadores señores Aburto, Chadwick, Díez, Hamilton y Silva.

Observación N° 4





Incorpora en la ley un Título II nuevo, relativo al ejercicio del periodismo, como una manera de entregar una señal clara de la importancia que para la sociedad tiene su función pública.





Ello, además, permite la reincorporación de las disposiciones que sobre el particular figuraban en el informe de la Comisión Mixta.





A consecuencia de lo anterior, en la misma observación se indica que los Títulos II, III y IV  pasan a ser III, IV y V, respectivamente, quedando ubicado el primero de ellos a continuación del nuevo artículo 7°.





Esta observación fue aprobada por la unanimidad de los miembros de la Comisión, HH. Senadores señores Aburto, Chadwick, Díez, Hamilton y Silva.

Observación N° 5





Incorpora un artículo 5º, nuevo, que define quienes son periodistas.





En el artículo 3° del texto de la Comisión Mixta se prescribía que la “denominación” de periodista sólo podía ser usada por quienes estuvieran en posesión del respectivo título universitario, reconocido válidamente en Chile, y por aquellos a quienes la ley reconociera como tales, estableciéndose expresamente que esta norma no se aplicaría a quienes prestaren servicios únicamente a medios de comunicación social extranjeros.





En esa virtud, en lugar de formular una definición legal del término “periodista”, se optaba por establecer quienes podían usar tal denominación.





La observación, en cambio, define quienes son periodistas, estableciendo que lo serán quienes estén en posesión del respectivo título universitario, reconocido válidamente en Chile, y aquéllos a quienes la ley reconoce como tales.





El Ministro señor Huepe explicó a la Comisión que esta observación obedece a una petición expresa del Colegio de Periodistas en ese sentido.





La observación fue aprobada por la unanimidad de los miembros de la Comisión, HH. Senadores señores Aburto, Chadwick, Díez, Hamilton y Silva.

Observación N° 6





Esta observación intercala en el artículo 3° comunicado al Gobierno, que pasa a ser artículo 11, un inciso tercero, nuevo, del siguiente tenor:





“Para ejercer los cargos de jefe de prensa o periodista, cuando así lo requiera la respectiva planta, en algún órgano de la administración centralizada o descentralizada del Estado, o en alguna de sus empresas, se requerirá estar en posesión del título de periodista, de acuerdo a lo establecido en el inciso precedente."





El señor Ministro Secretario General de Gobierno puso de relieve que, debido al desplazamiento en la numeración que las normas de este proyecto han sufrido en los distintos trámites, es preciso remplazar en el inciso propuesto por esta observación la expresión “de acuerdo a lo establecido en el inciso precedente” por “de acuerdo a lo establecido en el artículo 5º.”.





Cabe recordar que el artículo 5º nuevo define como periodistas a quienes estén en posesión del respectivo título universitario, reconocido válidamente en Chile, y a aquellos a quienes la ley reconoce como tales.





Esta observación fue aprobada por la unanimidad de los miembros de la Comisión, HH. Senadores señores Aburto, Chadwick, Díez, Hamilton y Silva, con la enmienda de referencia señalada. Dicha modificación se acogió en mérito de las explicaciones del señor Ministro y de lo dispuesto por el artículo 121 del Reglamento de la Corporación.

Observación N° 7





Incorpora como artículo 6º, nuevo, el siguiente: 





“Artículo 6°.- Los alumnos de las escuelas de periodismo, mientras realicen las prácticas profesionales exigidas por dichos planteles, y los egresados de las mismas, hasta veinticuatro meses después de la fecha de su egreso, tendrán los derechos y estarán afectos a las responsabilidades que esta ley contempla para los periodistas.”.





Esta observación repone la norma contenida en el artículo 4° del texto de la Comisión Mixta, en virtud del cual los alumnos de las escuelas de periodismo, mientras realizaran las prácticas profesionales exigidas por dichos planteles, y los egresados de las mismas hasta dieciocho meses después de la fecha de su egreso, tendrían los derechos y estarían afectos a las responsabilidades que esta ley contempla para los periodistas.





La observación amplía el plazo de los egresados de dieciocho a veinticuatro meses, de manera que ellos dispongan de dos años para titularse.





La observación fue aprobada por la unanimidad de los miembros de la Comisión, HH. Senadores señores Aburto, Chadwick, Díez, Hamilton y Silva.

Observación N° 8





Esta observación restablece, mediante la incorporación del artículo 7°, nuevo, el secreto de la fuente informativa, con la misma redacción que le diera la Comisión Mixta.





Con arreglo a este precepto, los directores, los editores de medios de comunicación social, las personas a quienes se refieren los artículos 5° y 6º y los corresponsales extranjeros que ejerzan su actividad en el país, tendrán derecho a mantener reserva sobre su fuente informativa, la que se extenderá a los elementos que obren en su poder y que permitan identificarla, y no podrán ser obligados a revelarla ni siquiera  judicialmente.





Agrega que lo dispuesto en el inciso anterior se aplicará también a las personas que, por su oficio o actividad informativa hayan debido estar necesariamente presentes en el momento de haberse recibido la información.





Prescribe, asimismo, que el que haga uso del derecho consagrado en el inciso primero será personalmente responsable de los delitos que pudiere cometer por la información difundida.





La observación fue aprobada por la unanimidad de los miembros de la Comisión, HH. Senadores señores Aburto, Chadwick, Díez, Hamilton y Silva.

Observación N° 9





Esta observación incorpora un artículo 9º, nuevo, ubicado en el título relativo a las formalidades de funcionamiento de los medios de comunicación social. El señalado precepto establece los requisitos que deberán cumplir sus propietarios, sean personas naturales o jurídicas; sus presidentes, administradores o representantes legales, así como las causales de cesación en el cargo de estos personeros en el caso de condena a pena aflictiva.





Obliga, además, a estos medios a proporcionar información fidedigna acerca de sus propietarios, controladores, arrendatarios, comodatarios o concesionarios, según el caso, en los términos que en la disposición se precisan. La referida información será de libre acceso al público y deberá encontrarse siempre disponible y actualizada.





El inciso final de este artículo reproduce la disposición contenida en el artículo 8° del texto propuesto por la Comisión Mixta, referida a las concesiones para radiodifusión sonora de libre recepción solicitadas por personas jurídicas con participación de capital extranjero superior al diez por ciento. En este caso, sólo se pueden otorgar si se acredita que en su país de origen existe similitud de derechos y obligaciones para los chilenos. Lo mismo cabe para una concesión ya existente.





Esta observación fue aprobada por la unanimidad de los miembros de la Comisión, HH. Senadores señores Aburto, Chadwick, Díez, Hamilton y Silva.

Observación N°10





Incorpora un artículo 10, nuevo.





El nuevo precepto obliga a las publicaciones escritas que tengan un tiraje superior a cinco mil ejemplares, a señalar en un lugar destacado la cuantía de la edición inmediatamente anterior.





El Mensaje explica que esta norma se establece en aras de la necesaria transparencia que debe existir en estos medios y que deberá complementarse con un mecanismo de verificación consensuado por todos los involucrados.





Según se informa en el oficio Nº 3.272, de fecha 10 de abril en curso, la H. Cámara de Diputados rechazó esta observación, así como la número 31, que incorpora un artículo segundo transitorio relativo a la vigencia de la disposición contenida en la mencionada observación número 10.





En consecuencia, la Comisión consideró innecesario pronunciarse al respecto, toda vez que las normas que regulan la tramitación legislativa de las observaciones exigen la aprobación de ambas ramas del Congreso Nacional para que cualquiera de éstas alcance el carácter de ley. Por esta razón, se estimó, unánimemente, rechazada esta observación.





Este acuerdo lo adoptó por la unanimidad de sus miembros, HH. Senadores señores Aburto, Chadwick, Díez, Hamilton y Silva.

Observación 11



Incorpora un artículo 13, nuevo, que reproduce el artículo 11 del texto aprobado por la Comisión Mixta. La disposición exige que en la primera página o en la página editorial o en la última, y siempre en un lugar destacado de todo diario, revista o escrito periódico, y al iniciarse y al finalizar las transmisiones diarias de todo servicio de radiodifusión sonora o televisiva de libre recepción o servicios limitados de televisión, se indique el nombre y el domicilio del propietario o concesionario, en su caso, o del representante legal, si se tratare de una persona jurídica. Las mismas menciones deberán hacerse respecto del director responsable.





Esta observación fue aprobada por la unanimidad de los miembros de la Comisión, HH. Senadores señores Aburto, Chadwick, Díez, Hamilton y Silva.

Observación 12 



Reemplaza el artículo 5° del texto comunicado al Ejecutivo por otro que dispone que todo impreso, grabación sonora o producción audiovisual o electrónica realizados en el país y destinados a la comercialización, deberá incluir el nombre de la persona responsable o establecimiento que ejecutó la impresión o producción, así como el lugar y la fecha correspondiente, sin perjuicio de cumplir, en su caso, con los demás requisitos fijados por la ley.



Se agrega una frase final que señala que, en el caso de los libros, se colocará en un lugar visible la cantidad de ejemplares.





La Comisión, por la unanimidad de sus miembros, HH. Senadores señores Aburto, Chadwick, Díez, Hamilton y Silva, aprobó esta observación.

Observación N° 13



Sustituye el artículo 6° comunicado al Gobierno, por un artículo 15 nuevo, que regula el denominado “depósito legal”, que consiste en el envío a la Biblioteca Nacional, dentro del plazo de treinta días, de un número determinado de todo impreso que publique un establecimiento impresor. Tratándose de grabaciones sonoras o producciones audiovisuales o electrónicas destinadas a la comercialización, se deberán depositar dos ejemplares de cada una.




Agrega que en el caso de las publicaciones periódicas, el director de la Biblioteca Nacional queda facultado para suscribir convenios para establecer modalidades de depósito mixto, reduciendo el número de ejemplares en papel por reproducciones de los mismos en microfilms o soportes electrónicos.





La Comisión, por la unanimidad de sus miembros, HH. Senadores señores Aburto, Chadwick, Díez, Hamilton y Silva, acogió esta observación.





Sin perjuicio de lo anterior, la Comisión hizo notar la improcedencia del uso de la expresión “y/o” contenida en la observación, la cual no se ajusta a las normas gramaticales y de estilo propias de un texto legislativo.

Observación N° 14





Incorpora un artículo 20, nuevo.





Esta disposición expresa la forma y la oportunidad en que ha de efectuarse la publicación o la difusión del escrito de aclaración o rectificación del ofendido o injustamente aludido por un medio de comunicación social.





La observación reproduce el artículo 18 del texto de la Comisión Mixta.





Se precisa que el escrito de aclaración o rectificación debe publicarse en la misma página y con similares características de la información que lo haya provocado, o en un lugar destacado de la misma sección.





Con ello se elimina la posibilidad de que el medio de comunicación social destine una sección especial para publicar las aclaraciones o rectificaciones que sean procedentes, de forma tal que perentoriamente deberá hacerlo en la misma página o sección en que se publicó la información.




Tratándose de radiodifusión sonora o televisiva de libre recepción o servicios limitados de televisión, la aclaración o la rectificación debe difundirse en el mismo horario y con similares características de la transmisión que la haya motivado.




La Comisión, por la unanimidad de sus miembros, HH. Senadores señores Aburto, Chadwick, Díez, Hamilton y Silva, aprobó esta observación.

Observación N° 15




Sustituye la denominación del Título IV, que ha pasado a ser Título V “De las infracciones y de los delitos”, por el siguiente: “De las infracciones, de los delitos, de la responsabilidad y del procedimiento”.




Esta observación fue aprobada por la unanimidad de los miembros de la Comisión, HH. Senadores señores Aburto, Chadwick, Díez, Hamilton y Silva.

Observación N° 16




Reemplaza la denominación del párrafo primero de este Título, “De las infracciones al Título II”, por “De las infracciones al Título III”.





La Comisión, por la unanimidad de sus miembros, HH. Senadores señores Aburto, Chadwick, Díez, Hamilton y Silva, aprobó esta observación.

Observación N° 17




Sustituye la denominación del párrafo 2° de este Título, “De las infracciones al Título III”, por “De las infracciones al Título IV”.





La Comisión, por la unanimidad de sus miembros, HH. Senadores señores Aburto, Chadwick, Díez, Hamilton y Silva, aprobó esta observación.

Observación N° 18





Sustituye el artículo 17 del texto comunicado al Gobierno, -que ha pasado a ser artículo 27-, por el siguiente:




“Artículo 27.- El conocimiento y resolución de las denuncias o querellas por infracciones al Titulo IV, corresponderá al tribunal con competencia en lo criminal del domicilio del medio de comunicación social.”.




La Comisión, por la unanimidad de sus miembros, HH. Senadores señores Aburto, Chadwick, Díez, Hamilton y Silva, acogió esta observación.

Observación N° 19





Incorpora un artículo 31, nuevo, que dispone lo siguiente:





“Artículo 31. Al inculpado de haber causado injuria a través de un medio de comunicación social, no le será admitida prueba de verdad acerca de sus expresiones, sino cuando hubiere imputado hechos determinados y concurrieren a lo menos una de las siguientes circunstancias: 

a) Que la imputación se produjere con motivo de defender un interés público real;

b) Que el afectado ejerciere funciones públicas y la imputación se refiriere a hechos propios de tal ejercicio.

En estos casos, si se probare la verdad de la imputación, el juez procederá a sobreseer definitivamente o absolver al querellado, según correspondiere.

Para lo dispuesto en el presente artículo se considerarán como hechos de interés público de una persona los siguientes: 

a) Los referentes al desempeño de funciones públicas; 

b) Los realizados en el ejercicio de una profesión u oficio y cuyo conocimiento tenga interés público real;

c) Los que consistieren en actividades a las cuales haya tenido libre acceso el público, a título gratuito u oneroso; 

d) Las actuaciones que, con el consentimiento del interesado, hubieren sido captadas o difundidas por algún medio de comunicación social;

e) Los acontecimientos o manifestaciones de que el interesado haya dejado testimonio en registros o archivos públicos; y

f) Los consistentes en la comisión de delitos o participación culpable en los mismos.

Se considerarán como pertinentes a la esfera privada de las personas los hechos relativos a su vida sexual, conyugal, familiar o doméstica, salvo que ellos fueren constitutivos de delito.”

El H. Senador señor Hamilton sostuvo que esta norma contempla dos valores fundamentales: la libertad de informar y el derecho a la honra. En estas circunstancias, recordó, la Comisión -en los distintos proyectos de ley en que se han puesto en juego estos principios- ha optado siempre por la libertad, postura que él, en lo personal, ha apoyado. En esta misma línea, resaltó, presentó, incluso, un proyecto de ley para erradicar de nuestro ordenamiento la figura de la difamación.

En este caso, sin embargo, considera que la norma propuesta resuelve la disyuntiva en forma desequilibrada en perjuicio de la preservación de la honra de las personas, por lo cual anunció su voto en contra.

Aseveró que, desde otro punto de vista, la entidad del problema que esta disposición aborda amerita un estudio especial que considere los límites de la privacidad, la honra, la injuria y la calumnia y otros aspectos relacionados, que la naturaleza del trámite en curso no permite realizar en esta oportunidad.

El señor Ministro Secretario General de Gobierno, si bien admitió que el tema que enfrenta la observación es de gran complejidad -por lo cual se ha encargado por el Gobierno un estudio amplio a especialistas-, explicó que, en atención a que se elimina de la ley de Seguridad del Estado el derecho que tienen algunas autoridades para que las injurias y calumnias cometidas en su contra se consideren delitos contra el orden público y sean, por lo tanto, conocidas por un Ministro de Corte de Apelaciones, se ofrece aquí la posibilidad de que la autoridad pueda accionar contra un medio de comunicación social que, en su concepto, lesione su honor. 

Por su parte, el medio de comunicación social en contra del cual se dirija la querella podrá invocar la excepción de verdad, cuando la imputación se produjere con motivo de defender un interés público real o cuando el afectado ejerciere funciones públicas y la imputación se refiriere a hechos propios de tal ejercicio.

Sostuvo, en síntesis, que se trata de una norma que armoniza adecuadamente los dos referidos valores.





La Comisión aprobó esta observación por cuatro votos a favor y uno en contra. Votaron a favor los HH. Senadores señores Aburto, Chadwick, Díez y Silva. En contra lo hizo el H. Senador señor Hamilton.

Observación N° 20





Incorpora un artículo 32, nuevo, que sanciona al que, por cualquier medio de comunicación social, realizare publicaciones o transmisiones destinadas a promover odio u hostilidad respecto de personas o colectividades en razón de su raza, sexo, religión o nacionalidad, con multa de veinticinco a cien unidades tributarias mensuales. En caso de reincidencia, se podrá elevar la multa hasta doscientas unidades tributarias mensuales.





Esta disposición reproduce el artículo 28 aprobado por la Comisión Mixta.





La Comisión, por la unanimidad de sus miembros, HH. Senadores señores Aburto, Chadwick, Díez, Hamilton y Silva, aprobó esta observación.

Observación N° 21





Reemplaza el inciso segundo del artículo 23, que pasó a ser 35, por el siguiente:





“Constituirá circunstancia agravante al ultraje público y a las buenas costumbres, la incitación o promoción de la perversión de menores de edad o que el delito se cometiere dentro del radio de doscientos metros de una escuela, colegio, instituto o cualquier establecimiento educacional o de asilo destinado a niños y jóvenes.".





En relación a la redacción de la norma propuesta, se connotó la conveniencia de utilizar en el inciso propuesto la misma redacción del inciso primero, que se ajusta al lenguaje generalmente utilizado en el ámbito penal, específicamente en el párrafo 8 del Título VII del Libro II del Código Penal.





En este sentido, en mérito de lo dispuesto en el artículo 121 del Reglamento del Senado, se acordó reemplazar la expresión “al ultraje público y a las buenas costumbres” por “del ultraje público a las buenas costumbres”.





La Comisión, por la unanimidad de sus miembros, HH. Senadores señores Aburto, Chadwick, Díez, Hamilton y Silva, aprobó esta observación con la enmienda referida.

Observación N° 22

Incorpora un artículo 37, nuevo, que sanciona al que, fuera de los casos previstos por la Constitución o la ley, y en el ejercicio de funciones públicas, obstaculizare o impidiere la libre difusión de opiniones o informaciones a través de cualquier medio de comunicación social, con las penas de reclusión menor en su grado mínimo o multa de cuarenta a cien unidades tributarias mensuales.

Corresponde al artículo 34 del texto aprobado por la Comisión Mixta.





Por la unanimidad de sus miembros, HH. Senadores señores Aburto, Chadwick, Díez, Hamilton y Silva, la Comisión aprobó esta observación.

Observación N° 23





Incorpora los artículos 38 y 39, nuevos.





Estos artículos son del siguiente tenor:





“Artículo 38.- Para efectos de lo dispuesto en el decreto ley Nº 211, de 1973, se considerarán, entre otros, como hechos, actos o convenciones que tienden a impedir la libre competencia, los que entraben la producción de informaciones, el transporte, la distribución, circulación, el avisaje y la comercialización de los medios de comunicación. 





Para lo señalado en el artículo primero del decreto ley N° 211, se reputarán artículos o servicios esenciales los pertinentes a la operación o mantención de los medios de comunicación social.





Artículo 39.- Cualquier hecho o acto relevante relativo a la modificación o cambio en la propiedad o control de un medio de comunicación social deberá ser informado a la respectiva Comisión Preventiva Regional o a la Comisión Preventiva Central, según corresponda, dentro de treinta días de ejecutado.





Con todo, tratándose de medios de comunicación social sujetos al sistema de concesión otorgada por el Estado, el hecho o acto relevante deberá contar con informe previo a su perfeccionamiento de la respectiva Comisión Preventiva respecto a su impacto en el mercado informativo. Dicho informe deberá evacuarse dentro de los treinta días siguientes a la presentación de la solicitud, en caso contrario se entenderá que no amerita objeción alguna.".





El Presidente de la Comisión, H. Senador señor Díez, resolvió poner en votación separadamente estas dos disposiciones en atención a que, pese a formar parte de una misma disposición, se refieren a cuestiones sustantivamente distintas.





El señor Ministro Secretario General de Gobierno expresó su discrepancia con el criterio del Presidente de la Comisión, fundándose en la frase final del artículo 35 de la Ley Orgánica Constitucional del Congreso Nacional, según la cual cuando el Presidente de la República separase sus observaciones con letras o números, cada texto así diferenciado será considerado una sola observación.





El H. Senador señor Díez replicó que la misma disposición citada expresa que constituye una observación aquella que afecte a un determinado texto del proyecto, “sea a todo el proyecto como tal, sea a parte de él, como un título, capítulo, párrafo, artículo, inciso, letra o número u otra división del proyecto.”.





El artículo 38 fue aprobado por la unanimidad de los miembros de la Comisión, HH. Senadores señores Aburto, Chadwick, Díez, Hamilton y Silva.





Por su parte, el artículo 39 fue aprobado por tres votos a favor y dos en contra. Votaron a favor los HH. Senadores señores Aburto, Hamilton y Silva. En contra lo hicieron los HH. Senadores señores Chadwick y Díez.

Observación N° 24

Incorpora los artículos 40 y 41, nuevos, que regulan la responsabilidad penal y civil por los delitos y abusos que se cometan en el ejercicio de las libertades que consagra el inciso primero del número 12º del artículo 19 de la Constitución Política de la República.

Estas disposiciones reproducen los artículos 36 y 37 aprobados por la Comisión Mixta.





La Comisión, por la unanimidad de sus miembros, HH. Senadores señores Aburto, Chadwick, Díez, Hamilton y Silva, aprobó esta observación.

Observación N° 25

Agrega un artículo 42, nuevo, que, en lo medular, reitera la norma del artículo 38 aprobado por la Comisión Mixta.

Esta observación refleja uno de los objetivos del proyecto de ley, en cuanto a que sea siempre competente la justicia ordinaria para conocer de los delitos cometidos por civiles con motivo o en razón del ejercicio de las libertades de opinión e información declaradas en el artículo 19, número 12º, párrafo primero, de la Constitución Política de la República. 

La norma propuesta explicita que esta regla de competencia prevalecerá sobre toda otra que pudiera alterar sus efectos en razón de la conexidad de los delitos, del concurso de delincuentes o del fuero de que goce alguno de los inculpados.





La Comisión, por la unanimidad de sus miembros, HH. Senadores señores Aburto, Chadwick, Díez, Hamilton y Silva, aprobó esta observación.

Observación N° 26

Incorpora un artículo 43, nuevo, que dispone que siempre que alguno de los ofendidos lo exigiere, el tribunal de la causa ordenará la difusión, en extracto redactado por el secretario del tribunal, de la sentencia condenatoria recaída en un proceso por alguno de los delitos cometidos a través de un medio de comunicación social, en el medio en que se hubiere cometido la infracción, a costa del ofensor.

El inciso segundo agrega que, si no se efectuare la publicación dentro del plazo señalado por el tribunal, se aplicará lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 29, esto es, se impondrá multa al director y se decretará la suspensión inmediata del medio, la que se alzará desde el momento en que se pague la multa y el afectado acompañe declaración jurada en la que se obligue a cumplir cabalmente la obligación impuesta.





La Comisión acogió esta observación por la unanimidad de sus miembros, HH. Senadores señores Aburto, Chadwick, Díez, Hamilton y Silva.

Observación N° 27

Incorpora un artículo 44, nuevo, que modifica el artículo 15 de la ley N° 18.838, que crea el Consejo Nacional de Televisión, con el fin de agregar un inciso en virtud del cual ninguna persona que participe en la propiedad de un servicio de televisión de libre recepción podrá participar en la propiedad de otro de igual naturaleza que cubra la misma zona de servicio.

Este artículo se complementa con el artículo primero transitorio, que se introduce en virtud de la observación 31, que establece que en el período en el cual deban coexistir simultáneamente el sistema analógico y el digital, se podrá participar en la propiedad de uno y otro.





Sobre este particular, la Comisión escuchó al señor Claudio Hohmann, en representación de la Asociación Nacional de Televisión, Anatel.





El mencionado personero hizo notar que el artículo 15  de la ley Nº 18.838, que crea el Consejo Nacional de Televisión establece que no podrá adjudicarse concesión nueva alguna a la concesionaría que controle o administre a otra concesionaria de servicio de radiodifusión televisiva de libre recepción en la misma zona de servicio.




Como se puede apreciar, indicó, el artículo 44 propuesto va más allá de la disposición antes citada al establecer la prohibición expresa a las concesionarias de participar en la propiedad de otra, en una misma zona de servicio.





Se preguntó, entonces, por las razones en que se basaría semejante prohibición. Desde luego, dijo, tan drástica disposición no se aplica a ningún otro medio de comunicación (prensa escrita o radiodifusión), y aunque los motivos aducidos -entre ellos, la protección de la libertad de expresión- pudieren justificar determinadas formas de regulación, ello no tendría porqué expresarse en su forma más restrictiva, esto es, la total prohibición para un canal de participar en la propiedad de otro.





Estimó que la restricción contenida en la ley del Consejo Nacional de Televisión es suficiente para cautelar la libre expresión en la televisión de libre recepción. De hecho, agregó, nada en el escenario actual, ni menos en el futuro de la televisión digital permite concluir que se hace necesaria o indispensable la prohibición en cuestión. Por una parte, en la mayoría de las zonas de servicio correspondientes a las áreas más pobladas del país operan cinco o seis concesionarias de televisión de libre recepción. Por la otra, no existen señales ni hechos concretos que sugieran una tendencia hacia la concentración de la propiedad, aún en ausencia de la prohibición en comento.





Por lo demás, planteó, qué efecto dañino o negativo habría tenido, por ejemplo, que alguna de las concesionarias se hubiera interesado en participar en la propiedad del canal 2, que ha estado a la venta ya por más de un año sin éxito. Este caso, sostuvo, sirve para demostrar que la prohibición es innecesaria o exagerada y que su aplicación podría producir efectos negativos -incluso desde el punto de vista de la inversión y el empleo-, que seguramente sus autores no han tenido a la vista.





Si se admite que algún tipo de regulación es necesaria para evitar concentraciones excesivas de la propiedad, afirmó que existen otros mecanismos menos restrictivos que cumplirían con el objetivo buscado por sus autores. Mencionó, como referencia, el esquema regulatorio de la televisión abierta de Estados Unidos, que recientemente fue flexibilizado eliminando la prohibición a una concesionaria de participar en dos o más canales e impidiendo superar determinados porcentajes en la propiedad de un segundo canal. Son conocidas también, aseveró, las restricciones que suele imponerse a la integración horizontal o vertical cuando ellas se justifican en determinados casos (por ejemplo, las concesiones portuarias). Pero lo que no parece justificado, continuó, es la prohibición absoluta de participar, aunque sea en forma minoritaria en el dominio de otro canal.




Es sabido, agregó, que en el futuro próximo la televisión de libre recepción deberá iniciar el proceso de digitalización. Entre otros efectos, la digitalización posibilitará un aumento de la cantidad de canales disponibles para emisión, lo que disminuye aún más las posibilidades de concentración de la propiedad.





Arguyó, al contrario, que en el futuro la industria requerirá de mayor flexibilidad para enfrentar el proceso de convergencia a que conduce la digitalización, en particular, una mayor posibilidad de participar en la propiedad de otros canales, aunque sea en forma limitada como ocurre en otros países.





Dado que la modificación del artículo 44 en este sentido no es posible, concluyó que, a juicio de la Asociación Nacional de Televisión, dicho precepto debe ser rechazado, manteniéndose vigente la disposición del artículo 18 de la ley del Consejo Nacional de Televisión.





La Comisión rechazó esta observación por un voto a favor y cuatro votos en contra. Afirmativamente votó el H. Senador señor Silva. En contra lo hicieron los HH. Senadores señores Aburto, Chadwick, Díez y Hamilton.





El H. Senador señor Hamilton fundó su votó en la circunstancia de que otras disposiciones vigentes referidas a la televisión evitan que una misma persona controle más de un medio en una misma zona de servicio.





Connotó, además, que -a diferencia de lo que ocurre con los medios escritos- en el ámbito de la televisión no se observa concentración de la propiedad.





Por último, puso de relieve la inconveniencia de anticipar en esta oportunidad pronunciamientos sobre la materia, en circunstancias en que, según ha anunciado el Gobierno, por la profundidad de las innovaciones tecnológicas que se avizoran, estas serán objeto de regulaciones especiales que habrán de estudiarse próximamente.





Al votar en contra, los HH. Senadores señores Aburto, Chadwick y Díez hicieron presente que el inciso propuesto supone un impedimento al acceso a la propiedad, lo que vulnera severamente lo dispuesto en el número 23º del artículo 19 de la Constitución Política. En efecto, agregaron, esta disposición asegura la libertad para adquirir el dominio de toda clase de bienes, sin perjuicio de que mediante una ley se puedan establecer limitaciones o requisitos para la adquisición del dominio de algunos bienes.

Observación N° 28





Incorpora un artículo 48, nuevo, que introduce diversas modificaciones en la ley de Seguridad del Estado, en los mismos términos en que lo hiciera la Comisión Mixta.





Tales modificaciones son las siguientes:





a) Reemplaza la letra b) del artículo 6º, por la siguiente:





"b) Los que ultrajaren públicamente la bandera, el escudo, el nombre de la patria o el himno nacional;".





b) Deroga el artículo 16.





c) Reemplaza el artículo 17 por el siguiente:





"Artículo 17.- La responsabilidad penal por los delitos previstos y sancionados en esta ley, cometidos a través de un medio de comunicación social, se determinará de conformidad a lo prescrito en el artículo 40 de la Ley sobre las Libertades de Opinión e Información y Ejercicio del Periodismo.", y





d) Deroga los artículos 18, 19, 20 y 21.





Mediante esta observación, se suprime como delito contra el orden público, la difamación, la calumnia o la injuria en contra del Presidente de la República, Ministros de Estado, Senadores o Diputados, miembros de los tribunales superiores de justicia, Contralor General de la República, Comandantes en Jefe de las Fuerzas Armadas o General Director de Carabineros.





Se elimina también la facultad de los tribunales para ordenar la suspensión de ciertas publicaciones o transmisiones o el requisamiento inmediato y total de libros, revistas, diarios, periódicos u otros impresos en que aparezca de manifiesto algún abuso de publicidad penado por la ley de Seguridad del Estado o la incautación de cualquier objeto que parezca haber servido para cometer el delito.





Del mismo modo, se derogan las reglas especiales sobre responsabilidad previstas en la ley de Seguridad del Estado y las diversas presunciones de autoría que ese mismo ordenamiento contempla, con el fin de hacer aplicables las normas generales y especiales que rigen en la materia.





Para tal efecto, se reemplaza el artículo 17, en virtud del cual la responsabilidad penal por los delitos previstos y sancionados en esta ley, cometidos a través de un medio de comunicación social, se determinará en conformidad a lo prescrito en el artículo 40 de la ley sobre libertades de opinión e información y ejercicio del periodismo.





Con el mismo objeto se derogan los artículos 18, 19 , 20 y 21.





La Comisión acogió esta observación por la unanimidad de sus miembros, HH. Senadores señores Aburto, Chadwick, Díez, Hamilton y Silva.

Observación N° 29

Intercala, en el artículo 50, número 2° del Código Orgánico de Tribunales, entre las expresiones "los Ministros de Estado " y "los Intendentes y Gobernadores" la siguiente expresión: "Senadores, Diputados, miembros de los Tribunales Superiores de Justicia, Contralor General de la República, Comandantes en Jefe de las Fuerzas Armadas, General Director de Carabineros de Chile, Director General de la Policía de Investigaciones de Chile".

De esta forma, un ministro de la Corte de Apelaciones respectiva, según el turno que ella fije, conocerá, en primera instancia, de las causas civiles y criminales por crímenes o simples delitos en que sean parte o tengan interés los personeros mencionados precedentemente.





La Comisión acogió esta observación por la unanimidad de sus miembros, HH. Senadores señores Aburto, Chadwick, Díez, Hamilton y Silva.

Observación N° 30





Incorpora un artículo 50, nuevo, que deroga la ley de Abusos de Publicidad, salvo su artículo 49.





El Ministro Secretario General de Gobierno precisó que la derogación planteada deja subsistente el artículo 49 de esa ley, relativo a la publicación y circulación de mapas, cartas o esquemas geográficos que excluyan de los límites nacionales territorios pertenecientes a Chile, y a las atribuciones del Instituto Geográfico Militar y del Departamento de Navegación e Hidrografía de la Armada.





Lo anterior, explicó, debido a la imposibilidad de detectar la existencia de alguna causa en tramitación sobre esta materia, lo que hace inconveniente derogar ese artículo.





La Comisión acogió esta observación por la unanimidad de sus miembros, HH. Senadores señores Aburto, Chadwick, Díez, Hamilton y Silva.

Observación N° 31





Esta observación incorpora dos artículos transitorios.





El primero complementa el artículo 44, disponiendo que en el período en el cual deban coexistir simultáneamente los sistemas de televisión analógico y digital, se podrá participar en la propiedad de un canal de cada naturaleza.





El señor Ministro explicó que el período de coexistencia será fijado en la legislación que prepara el Gobierno.





Puntualizó que esta disposición fue fruto de un acuerdo alcanzado hace un tiempo con la Asociación Nacional de Televisión, razón por la cual se mostró sorprendido por los planteamientos contrarios a esta norma expuestos por los representantes de dicha entidad al tratar la observación referida al artículo 44.





Por su parte, la disposición segunda transitoria previene que el artículo 10 de esta ley –que establece la obligación de informar la cantidad de ediciones de las publicaciones escritas- entrará en vigor seis meses después de la fecha de su publicación en el Diario Oficial.





La Comisión rechazó esta observación por un voto a favor y cuatro en contra. Votó favorablemente el H. Senador señor Silva. En contra lo hicieron los HH. Senadores señores Aburto, Chadwick, Díez y Hamilton.





Los señores Senadores que votaron en contra hicieron presente que, por una parte, el artículo primero transitorio debe desecharse en atención a que es accesorio al artículo 44, que ya fue rechazado por esta Comisión, como se explicara al tratar la observación número 27.





Por otro lado, connotaron que el artículo segundo transitorio ya fue rechazado por la Cámara Baja, de manera que en ningún caso dicho precepto podrá convertirse en ley.

- - - - - - - -





En consecuencia, vuestra Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento tiene el honor de proponeros que adoptéis los siguientes acuerdos respecto de las observaciones en informe:

Observación número 1

Aprobarla. (Unanimidad, 5 - 0).

Observación número 2

Aprobarla. (Unanimidad, 5 - 0).

Observación número 3

Aprobarla. (Unanimidad, 5 - 0).

Observación número 4

Aprobarla. (Unanimidad, 5 - 0).

Observación número 5

Aprobarla. (Unanimidad, 5 - 0).

Observación número 6

Aprobarla. (Unanimidad, 5 - 0).

Observación número 7

Aprobarla. (Unanimidad, 5 - 0).

Observación número 8

Aprobarla. (Unanimidad, 5 - 0).

Observación número 9

Aprobarla. (Unanimidad, 5 - 0).

Observación número 10

Rechazarla. (Unanimidad, 5 - 0).

Observación número 11

Aprobarla. (Unanimidad, 5 - 0).

Observación número 12

Aprobarla. (Unanimidad, 5 - 0).

Observación número 13

Aprobarla. (Unanimidad, 5 - 0).

Observación número 14

Aprobarla. (Unanimidad, 5 - 0).

Observación número 15

Aprobarla. (Unanimidad, 5 - 0).

Observación número 16

Aprobarla. (Unanimidad, 5 - 0).

Observación número 17

Aprobarla. (Unanimidad, 5 - 0).

Observación número 18

Aprobarla. (Unanimidad, 5 - 0).

Observación número 19

Aprobarla. (Cuatro votos a favor y uno en contra).

Observación número 20

Aprobarla. (Unanimidad, 5 - 0).

Observación número 21

Aprobarla. (Unanimidad, 5 - 0).

Observación número 22

Aprobarla. (Unanimidad, 5 - 0).

Observación número 23

Artículo 38

Aprobarlo. (Unanimidad, 5 - 0).

Artículo 39

Aprobarlo. (Tres votos a favor y dos en contra).

Observación número 24

Aprobarla. (Unanimidad, 5 - 0).

Observación número 25

Aprobarla. (Unanimidad, 5 - 0).

Observación número 26

Aprobarla. (Unanimidad, 5 - 0).

Observación número 27

Rechazarla. (Un voto a favor y cuatro en contra).

Observación número 28

Aprobarla. (Unanimidad, 5 - 0).

Observación número 29

Aprobarla. (Unanimidad, 5 - 0).

Observación número 30

Aprobarla. (Unanimidad, 5 - 0).

Observación número 31

Artículo primero transitorio

Rechazarlo. (Un voto a favor y cuatro en contra).

Artículo segundo transitorio

Rechazarlo. (Unanimidad. 5 - 0).

--------




De acogerse las recomendaciones formuladas por vuestra Comisión, a título meramente ilustrativo cabe tener presente que el texto de la iniciativa quedaría como sigue:

PROYECTO DE LEY:

Ley sobre las libertades de opinión e información y ejercicio del periodismo

Título I

Disposiciones generales


"Artículo 1°.- La libertad de emitir opinión y la de informar, sin censura previa, constituyen un derecho fundamental de todas las personas. Su ejercicio incluye no ser perseguido ni discriminado a causa de las propias opiniones, buscar y recibir informaciones, y difundirlas por cualquier medio, sin perjuicio de responder de los delitos y abusos que se cometan, en conformidad a la ley.


Asimismo, comprende el derecho de toda persona natural o jurídica de fundar, editar, establecer, operar y mantener medios de comunicación social, sin otras condiciones que las señaladas por la ley.


Se reconoce a las personas el derecho a ser informadas sobre los hechos de interés general. 


Artículo 2°.- Para todos los efectos legales, son medios de comunicación social aquéllos aptos para transmitir, divulgar, difundir o propagar, en forma estable y periódica, textos, sonidos o imágenes destinados al público, cualesquiera sea el soporte o instrumento utilizado.


Se entenderá por diario todo periódico que se publique a lo menos cuatro días en cada semana y cumpla con los demás requisitos establecidos en la ley. 


Artículo 3°.- El pluralismo en el sistema informativo favorecerá la expresión de la diversidad social, cultural, política y regional del país. Con este propósito se asegurará la libertad de fundar, editar, establecer, operar y mantener medios de comunicación social. 


Artículo 4°.-  Los fondos que establecen los presupuestos del Estado, de sus organismos y empresas y de las municipalidades, destinados a avisos, llamados a concurso, propuestas y publicidad, que tengan una clara identificación regional, provincial o comunal, deberán destinarse mayoritaria y preferentemente a efectuar la correspondiente publicación o difusión en medios de comunicación social regionales, provinciales o comunales.


Anualmente la Ley de Presupuestos del Sector Público contemplará los recursos necesarios para financiar la realización, edición y difusión de programas o suplementos de carácter regional. La asignación de estos recursos será efectuada por los respectivos Consejos Regionales, previo concurso público. Los concursos serán dirimidos por comisiones cuya composición, generación y atribuciones serán determinadas por reglamento. En dicho reglamento deberán establecerse, además, los procedimientos y criterios de selección. 


La Ley de Presupuestos del Sector Público contemplará, anualmente, recursos para la realización de estudios sobre el pluralismo en el sistema informativo nacional, los que serán asignados mediante concurso público por la Comisión Nacional de Investigación Científica y Tecnológica.

Título II

Del ejercicio del periodismo


Artículo 5°.- Son periodistas quienes estén en posesión del respectivo título universitario, reconocido válidamente en Chile, y aquéllos a quienes la ley reconoce como tales. 


Artículo 6°.- Los alumnos de las escuelas de periodismo, mientras realicen las prácticas profesionales exigidas por dichos planteles, y los egresados de las mismas, hasta veinticuatro meses después de la fecha de su egreso, tendrán los derechos y estarán afectos a las responsabilidades que esta ley contempla para los periodistas. 


Artículo 7°.- Los directores, editores de medios de comunicación social, las personas a quienes se refieren los artículos 5° y 6º y los corresponsales extranjeros que ejerzan su actividad en el país, tendrán derecho a mantener reserva sobre su fuente informativa, la que se extenderá a los elementos que obren en su poder y que permitan identificarla y no podrán ser obligados a revelarla ni aún judicialmente.


Lo dispuesto en el inciso anterior se aplicará también a las personas que, por su oficio o actividad informativa hayan debido estar necesariamente presentes en el momento de haberse recibido la información.


El que haga uso del derecho consagrado en el inciso primero será personalmente responsable de los delitos que pudiere cometer por la información difundida. 


Artículo 8º.- El medio de comunicación social que difunda material informativo identificándolo como de autoría de un periodista o persona determinados, con su nombre, cara o voz, no podrá introducirle alteraciones substanciales sin consentimiento de éste; será responsable de dichas alteraciones y, a petición del afectado, deberá efectuar la correspondiente aclaración. Este derecho del afectado caducará si no lo ejerce dentro de los seis días siguientes.


El periodista o quien ejerza la actividad periodística no podrá ser obligado a actuar en contravención a las normas éticas generalmente aceptadas para el ejercicio de su profesión.


La infracción a lo establecido en los incisos precedentes, cuando el afectado sea un periodista contratado o quien sea contratado para ejercer funciones periodísticas por el respectivo medio de comunicación social, constituirá incumplimiento grave del empleador a las obligaciones que impone el contrato de trabajo.

Título III

De las formalidades de funcionamiento de los

medios de comunicación social


Artículo 9°.- En los casos en que la ley permita que el propietario de un medio de comunicación social sea una persona natural, ésta deberá tener domicilio en el país y no haber sido condenada por delito que merezca pena aflictiva. Tratándose de personas jurídicas, éstas deberán tener domicilio en Chile y estar constituidas en el país o tener agencia autorizada para operar en territorio nacional. Su presidente y sus administradores o representantes legales deberán ser chilenos y no haber sido condenados por delito que merezca pena aflictiva. La condena a la pena señalada hará cesar al afectado, de inmediato, en toda función o actividad relativa a la dirección, administración o representación en el medio de comunicación social en que la desempeñe.


Todo medio de comunicación social deberá proporcionar información fidedigna acerca de sus propietarios, controladores directos o indirectos, arrendatarios, comodatarios o concesionarios, según fuere el caso. Si ellos fueren una o más personas, dicha información comprenderá la que sea conducente a la individualización de las personas naturales y jurídicas que tengan participación en la propiedad o tengan su uso, a cualquier título. Asimismo, comprenderá las copias de los documentos que acrediten la constitución y estatutos de las personas jurídicas que sean socias o accionistas, salvo en los casos de sociedades anónimas abiertas, así como las modificaciones de los mismos, según correspondiere. La referida información será de libre acceso al público y deberá encontrarse permanentemente actualizada y a su disposición en el domicilio del respectivo medio de comunicación social y de las autoridades que la requieran en el ejercicio de sus competencias.


Las concesiones para radiodifusión sonora de libre recepción solicitadas por personas jurídicas con participación de capital extranjero superior al diez por ciento, sólo podrán otorgarse si se acredita, previamente, que en su país de origen se otorga a los chilenos derechos y obligaciones similares a las condiciones de que gozarán estos solicitantes en Chile. Igual exigencia deberá cumplirse para adquirir una concesión ya existente. La infracción al cumplimiento de esta condición significará la caducidad de pleno derecho de la concesión. 


Artículo 10.- Los medios de comunicación social deberán tener un director responsable y, a lo menos, una persona que lo reemplace.


El director y quienes lo reemplacen deberán ser chilenos, tener domicilio y residencia en el país, no tener fuero, estar en pleno goce de sus derechos civiles y políticos, no haber sido condenados por delito que merezca pena aflictiva y, en los dos últimos años, no haber sido condenados como autores de delitos reiterados o como reincidentes en delitos penados por esta ley. La condena a pena aflictiva hará cesar al afectado, de inmediato, en toda función o actividad relativa a la administración del medio. 


Para ejercer los cargos de jefe de prensa o periodista, cuando así lo requiera la respectiva planta, en algún órgano de la administración centralizada o descentralizada del Estado, o en alguna de sus empresas, se requerirá estar en posesión del titulo de periodista, de acuerdo a lo establecido en el inciso precedente.


La nacionalidad chilena no se exigirá si el medio de comunicación social usare un idioma distinto del castellano.


Artículo 11.- Los medios de comunicación social podrán iniciar sus actividades una vez que hayan cumplido con las exigencias de los artículos anteriores.


Sin perjuicio de las normas de esta ley, el otorgamiento de concesiones o permisos de servicios de radiodifusión sonora o televisiva de libre recepción o servicios limitados de televisión, su ejercicio e iniciación de actividades se regirán por las leyes respectivas.


La iniciación de actividades de los medios escritos de comunicación social se informará a la Gobernación Provincial o Intendencia Regional que corresponda al domicilio del medio mediante presentación, de la que esa Gobernación o Intendencia enviará copia al Director de la Biblioteca Nacional. La presentación deberá contener las siguientes enunciaciones:


a) El nombre del diario, revista o periódico, señalando los períodos que mediarán entre un número y otro;


b) El nombre completo, profesión, domicilio y los documentos que acrediten la identidad del propietario, si fuere persona natural, o de las personas que tienen la representación legal de la sociedad, si se tratare de una persona jurídica;


c) El nombre completo, domicilio y los documentos que acrediten la identidad del director y de la o las personas que deban substituirlo, con indicación del orden de precedencia en que ellas deben asumir su reemplazo;


d) La ubicación de sus oficinas principales, y


e) Tratándose de una persona jurídica, los documentos en que consten sus socios o accionistas y el porcentaje, monto y modalidades de su participación en la propiedad o en el capital de la empresa o, en su caso, los documentos de apertura de la agencia, sus estatutos y los mandatos de sus representantes legales.


Asimismo, cualquier cambio que se produzca en las menciones anteriores deberá ser comunicado de igual forma, dentro de los quince días siguientes, o dentro de sesenta días si afectase a alguna de las expresadas en la letra e). Con todo, no requerirán ser informados los cambios en los accionistas o en la participación en el capital, cuando el propietario del medio de comunicación social sea una sociedad anónima abierta.


El Director de la Biblioteca Nacional deberá llevar un registro actualizado de los medios escritos de comunicación social existentes en el país, con indicación de los antecedentes señalados en este artículo.


Las disposiciones precedentes no se aplicarán a las publicaciones que se distribuyan internamente en instituciones públicas o privadas. 


Artículo 12.- En la primera página o en la página editorial o en la última, y siempre en un lugar destacado de todo diario, revista o escrito periódico, y al iniciarse y al finalizar las transmisiones diarias de todo servicio de radiodifusión sonora o televisiva de libre recepción o servicios limitados de televisión, se indicará el nombre y el domicilio del propietario o concesionario, en su caso, o del representante legal, si se tratare de una persona jurídica. Las mismas menciones deberán hacerse respecto del director responsable. 


Artículo 13.- Todo impreso, grabación sonora o producción audiovisual o electrónica realizados en el país y destinados a la comercialización, deberá incluir el nombre de la persona responsable o establecimiento que ejecutó la impresión o producción, así como el lugar y la fecha correspondiente, sin perjuicio de cumplir, en su caso, con los demás requisitos fijados por la ley. En el caso de los libros, se colocará en un lugar visible la cantidad de ejemplares.


Artículo 14.- Las personas o establecimientos a que se refiere el artículo anterior, deberán enviar a la Biblioteca Nacional, al tiempo de su publicación, la cantidad de quince ejemplares de todo impreso, cualesquiera sea su naturaleza.


En el caso de las publicaciones periódicas, el Director de la Biblioteca Nacional estará facultado para suscribir convenios con los responsables de dichos medios para establecer modalidades de depósito legal mixto, reduciendo el número de ejemplares en papel, sustituyendo el resto por reproducciones de los mismos en microfilms y/o soportes electrónicos. 


De las publicaciones impresas en regiones, de los quince ejemplares, cuatro de estos deberán depositarse en la biblioteca pública de la región que designe el Director de la Biblioteca Nacional.


La Biblioteca Nacional podrá rechazar y exigir un nuevo ejemplar, si alguno de los ejemplares depositados, en cualquier soporte, exhibe deficiencias o algún deterioro que impida su consulta o conservación.


En el caso de las grabaciones sonoras o producciones audiovisuales o electrónicas destinadas a la comercialización, tales personas o establecimientos depositarán dos ejemplares de cada una.


La obligación que establece este artículo deberá cumplirse dentro del plazo máximo de treinta días. 


Artículo 15.- Los servicios de radiodifusión sonora o televisiva de libre recepción y los servicios limitados de televisión, respecto de sus programas de origen nacional, estarán obligados a dejar copia o cinta magnetofónica y a conservarla durante veinte días, de toda noticia, entrevista, charla, comentario, conferencia, disertación, editorial, discurso o debate que haya transmitido. 

Título IV

Del derecho de aclaración y de rectificación


Artículo 16.- Toda persona natural o jurídica ofendida o injustamente aludida por algún medio de comunicación social, tiene derecho a que su aclaración o rectificación sea gratuitamente difundida, en las condiciones que se establecen en los artículos siguientes, por el medio de comunicación social en que esa información hubiera sido emitida. 


Artículo 17.- El ofendido o injustamente aludido por un servicio de radiodifusión sonora o televisiva de libre recepción o un servicio limitado de televisión tendrá derecho, pagando sólo el valor del material que se emplee en la reproducción o proporcionando el que se usará para ello, a requerir directamente la entrega de una copia fiel de la transmisión a que se refiere el artículo 15, la que deberá ser puesta a su disposición dentro de quinto día.


En caso de que el respectivo servicio no hiciere entrega de la copia dentro de plazo o se negare injustificadamente a hacerlo, y el juez de letras en lo criminal la estimara pertinente para acreditar un posible hecho delictivo, a solicitud del interesado y a su costa podrá requerir el envío de la copia, para ponerla a disposición de éste.  El director responsable o quien lo reemplace deberá entregar al tribunal la copia fiel de la transmisión dentro de tercero día, contado desde que se le notifique la resolución que ordene enviarla. 


Artículo 18.- La obligación del medio de comunicación social de difundir gratuitamente la aclaración o la rectificación regirá aun cuando la información que la motiva provenga de una inserción. En este caso, el medio podrá cobrar el costo en que haya incurrido por la aclaración o la rectificación a quien haya ordenado la inserción.


Las aclaraciones y las rectificaciones deberán circunscribirse, en todo caso, al objeto de la información que las motiva y no podrán tener una extensión superior a mil palabras o, en el caso de la radiodifusión sonora o televisiva de libre recepción o servicios limitados de televisión, a dos minutos.


Este requerimiento deberá dirigirse a su director, o a la persona que deba reemplazarlo, dentro del plazo de  veinte días, contado desde la fecha de la edición o difusión que lo motive.


Los notarios y los receptores judiciales estarán obligados a notificar el requerimiento a simple solicitud del interesado. La notificación se hará por medio de una cédula que contendrá íntegramente el texto de la aclaración o rectificación, la que será entregada al director o a la persona que legalmente lo reemplace, en el domicilio legalmente constituido. 


Artículo 19.- El escrito de aclaración o de rectificación deberá publicarse íntegramente, sin intercalaciones, en la misma página, con características similares a la información que lo haya provocado o, en su defecto, en un lugar destacado de la misma sección.


En el caso de servicios de radiodifusión sonora o televisiva de libre recepción o servicios limitados de televisión, la aclaración o la rectificación deberá difundirse en el mismo horario y con características similares a la transmisión que la haya motivado.


La difusión destinada a rectificar o aclarar se hará, a más tardar, en la primera edición o transmisión que reúna las características indicadas y que se efectúe después de las veinticuatro horas siguientes a la entrega de los originales que la contengan. Si se tratare de una publicación que no aparezca todos los días, la aclaración o la rectificación deberán entregarse con una antelación de, a lo menos, setenta y dos horas. 


El director del medio de comunicación social no podrá negarse a difundir la aclaración o rectificación, salvo que ella no se ajuste a las exigencias del inciso segundo del artículo 18, o suponga la comisión de un delito. Se presumirá su negativa si no se difundiere la aclaración o rectificación en la oportunidad señalada en el inciso anterior, o no la publicare o difundiere en los términos establecidos en los incisos primero o segundo, según corresponda.


Si el medio hiciere nuevos comentarios a la aclaración o rectificación, el afectado tendrá derecho a réplica según las reglas anteriores. En todo caso, los comentarios deberán hacerse en forma tal, que se distingan claramente de la aclaración o rectificación.


Artículo 20.- El derecho a que se refiere este Título prescribirá dentro del plazo de veinte días, contado desde la fecha de la emisión. Sólo podrá ser ejercido por la persona ofendida o injustamente aludida, o por su mandatario o apoderado, o, en caso de fallecimiento o ausencia de aquélla, por su cónyuge o por sus parientes por consanguinidad o por afinidad hasta el segundo grado inclusive. 


Artículo 21.- No se podrá ejercer el derecho de aclaración o rectificación con relación a las apreciaciones personales que se formulen en comentarios especializados de crítica política, literaria, histórica, artística, científica, técnica y deportiva, sin perjuicio de la sanción a que pueden dar lugar esos artículos, si por medio de su difusión se cometiere algunos de los delitos penados en esta ley. 

Título V

De las infracciones, de los delitos, de la responsabilidad y del procedimiento 

Párrafo 1º

De las infracciones al Título III


Artículo 22.- Las infracciones al Título III se sancionarán con multa de dos a treinta unidades tributarias mensuales.  Además, en su sentencia, el tribunal deberá fijar un plazo para que el denunciado dé cabal cumplimiento a la norma infringida, si procediere.


Ejecutoriada que sea la sentencia, el tribunal aplicará una nueva multa por cada publicación aparecida o transmisión efectuada sin que se haya dado cumplimiento a la obligación respectiva. Tratándose de infracción a los artículos 10, inciso primero, y 11, el tribunal dispondrá, además, la suspensión del medio de comunicación social mientras subsista el incumplimiento.


Serán responsables solidarios del pago de las multas el director y el propietario o concesionario del medio de comunicación social. 


Artículo 23.- El conocimiento y resolución de las denuncias por estas infracciones corresponderá al juez de letras en lo civil del domicilio del medio de comunicación social.


Estas infracciones podrá denunciarlas cualquier persona y, en especial, el Gobernador Provincial o el Intendente Regional o el  Director de la Biblioteca Nacional, en al caso del artículo 14. 


Artículo 24 .- El procedimiento se sujetará a las reglas siguientes:


a) La denuncia deberá señalar claramente la infracción cometida, los hechos que la configuran y adjuntar los medios de prueba que los acrediten, en su caso.


b) El tribunal dispondrá que ésta sea notificada de conformidad a lo establecido en el inciso final del artículo 10. En igual forma se notificará la sentencia que se dicte.


c) El denunciado deberá presentar sus descargos dentro de quinto día hábil y adjuntar los medios de prueba que acrediten los hechos en que los funda. De no disponer de ellos, expresará esta circunstancia y el tribunal fijará una audiencia, para dentro de quinto día hábil, a fin de recibir la prueba ofrecida y no acompañada.


d) La sentencia definitiva se dictará dentro de tercero día de vencido el plazo a que se refiere la letra anterior, sea que el denunciado haya o no presentado descargos. Si el tribunal decretó una audiencia de prueba, este plazo correrá una vez vencido el plazo fijado para ésta.


e) Las resoluciones se dictarán en única instancia y se notificarán por el estado diario.


f) La sentencia definitiva será apelable en ambos efectos. El recurso deberá interponerse en el término fatal de cinco días, contados desde la notificación de la parte que lo entabla, deberá contener los fundamentos de hecho y de derecho en que se apoya y las peticiones concretas que se formulan.


Deducida la apelación, el tribunal elevará de inmediato los autos a la Corte de Apelaciones. Esta resolverá en cuenta, sin esperar la comparecencia de ninguna de las partes, dentro de los seis días hábiles siguientes a la fecha de ingreso del expediente a la secretaría del tribunal. 


Artículo 25.- Las acciones para perseguir las infracciones al Título II prescribirán en el plazo de seis meses contados desde su comisión. 

Párrafo 2°

De las infracciones al Título IV


Artículo 26.- El conocimiento y resolución de las denuncias o querellas por infracciones al Titulo IV, corresponderá al tribunal con competencia en lo criminal del domicilio del medio de comunicación social. 


Artículo 28.- El procedimiento se sujetará a las normas establecidas en el artículo 25, con las siguientes modificaciones: 


a) El plazo para presentar los descargos será de tres días hábiles, y


b) No habrá término especial de prueba.


Artículo 28.- El tribunal, en la resolución que ordene publicar o emitir la aclaración o la rectificación, o su corrección, fijará plazo para ello y, además, podrá aplicar al director una multa de cuatro a doce unidades tributarias mensuales.


Ejecutoriada la sentencia condenatoria, si no se publica la aclaración o rectificación dentro del plazo señalado por el tribunal, y en los términos establecidos en los incisos primero o segundo del artículo 19, según el caso, el director del medio será sancionado con multa de doce a cien unidades tributarias mensuales y se decretará la suspensión inmediata del medio de comunicación social. El tribunal alzará la suspensión decretada desde el momento en que el director pague la multa y acompañe declaración jurada en que se obligue a cumplir cabalmente la obligación impuesta en la primera edición o transmisión más próxima.


Serán responsables solidarios del pago de las multas el director y el propietario o concesionario del medio de comunicación social.


Cuando por aplicación de las disposiciones de este artículo un medio de comunicación social fuere suspendido temporalmente, su personal percibirá, durante el lapso de la suspensión, todas las remuneraciones a que legal o contractualmente tuviere derecho, en las mismas condiciones como si estuviere en funciones. 

Párrafo 3°

De los delitos cometidos a través de un medio de comunicación social


Artículo 29.- Los delitos de calumnia e injuria cometidos a través de cualquier medio de comunicación social, serán sancionados con las penas corporales señaladas en los artículos 413, 418, inciso prime¬ro, y 419 del Código Penal, y con multas de veinte a ciento cincuenta unidades tributarias mensuales en los casos del Nº 1 del artículo 413 y del artículo 418; de veinte a cien unidades tributarias mensuales en el caso del Nº 2 del artículo 413 y de veinte a cincuenta unidades tributarias mensuales en el caso del artículo 419.


No constituyen injurias las apreciaciones personales que se formulen en comentarios especializados de crítica política, literaria, histórica, artística, científica, técnica y deportiva, salvo que su tenor pusiere de manifiesto el propósito de injuriar, además del de criticar. 


Artículo 30.- Al inculpado de haber causado injuria a través de un medio de comunicación social, no le será admitida prueba de verdad acerca de sus expresiones, sino cuando hubiere imputado hechos determinados y concurrieren a lo menos una de las siguientes circunstancias:


a) Que la imputación se produjere con motivo de defender un interés público real.


b) Que el afectado ejerciere funciones públicas y la imputación se refiriere a hechos propios de tal ejercicio.


En estos casos, si se probare la verdad de la imputación, el juez procederá a sobreseer definitivamente o absolver al querellado, según correspondiere. 


Para lo dispuesto en el presente artículo se considerarán como hechos de interés público de una persona los siguientes: 


a) Los referentes al desempeño de funciones públicas;


b) Los realizados en el ejercicio de una profesión u oficio y cuyo conocimiento tenga interés público real;


c) Los que consistieren en actividades a las cuales haya tenido libre acceso el público, a título gratuito u oneroso; 


d) Las actuaciones que, con el consentimiento del interesado, hubieren sido captadas o difundidas por algún medio de comunicación social;


e) Los acontecimientos o manifestaciones de que el interesado haya dejado testimonio en registros o archivos públicos; y


f) Los consistentes en la comisión de delitos o participación culpable en los mismos.


Se considerarán como pertinentes a la esfera privada de las personas los hechos relativos a su vida sexual, conyugal, familiar o doméstica, salvo que ellos fueren constitutivos de delito. 


Artículo 31.- El que por cualquier medio de comunicación social, realizare publicaciones o transmisiones destinadas a promover odio u hostilidad respecto de personas o colectividades en razón de su raza, sexo, religión o nacionalidad, será penado con multa de veinticinco a cien unidades tributarias mensuales. En caso de reincidencia, se podrá elevar la multa hasta doscientas unidades tributarias mensuales. 


Artículo 32.- La difusión de noticias o informaciones emanadas de juicios, procesos o gestiones judiciales pendientes o afinados, no podrá invocarse como eximente o atenuante de responsabilidad civil o penal, cuando dicha difusión, por sí misma, sea constitutiva de los delitos de calumnia, injuria o ultraje público a las buenas costumbres.


Se exceptúan de lo dispuesto en el inciso anterior las publicaciones jurídicas de carácter especializado, las que no darán lugar a responsabilidad civil ni penal por la difusión de noticias o informaciones de procesos o gestiones judiciales que estuvieren afinados o, si se encontraren pendientes, siempre que no se individualice a los interesados. 


Artículo 33.- Se prohibe la divulgación, por cualquier medio ide comunicación social, de la identidad de menores de edad que sean autores, cómplices, encubridores o testigos de delitos, o de cualquier otro antecedente que conduzca a ella.


Esta prohibición regirá también respecto de las víctimas de alguno de los delitos contemplados en el Título VII, "Crímenes y simples delitos contra el orden de las familias y contra la moralidad pública", del Libro II del Código Penal, a menos que consientan expresamente en la divulgación.


La infracción a este artículo será sancionada con multa de treinta a ciento cincuenta unidades tributarias mensuales. En caso de reiteración, la multa se elevará al doble. 


Artículo 34.- El que cometiere alguno de los delitos de ultraje público a las buenas costumbres contemplados en los artículos 373 y 374 del Código Penal, a través de un medio de comunicación social, será castigado  con reclusión menor en su grado mínimo a medio y multa de once a ochenta unidades tributarias mensuales.


Constituirá circunstancia agravante al ultraje público y a las buenas costumbres la incitación o promoción de la perversión de menores de edad o que el delito se cometiere dentro del radio de doscientos metros de una escuela, colegio, instituto o cualquier establecimiento educacional o de asilo destinado a niños y jóvenes. 


Artículo 35.- Los medios de comunicación social están exentos de responsabilidad penal respecto de la publicación de las opiniones vertidas por los parlamentarios en los casos señalados en el inciso primero del artículo 58 de la Constitución Política, y de los alegatos hechos por los abogados ante los tribunales de justicia. 

Párrafo 4°

De los delitos cometidos contra las libertades de opinión y de información


Artículo 36.- El que, fuera de los casos previstos por la Constitución o la ley, y en el ejercicio de funciones públicas, obstaculizare o impidiere la libre difusión de opiniones o informaciones a través de cualquier medio de comunicación social, sufrirá la pena de reclusión menor en su grado mínimo o multa de cuarenta a cien unidades tributarias mensuales.


Artículo 37.- Para efectos de lo dispuesto en el decreto ley Nº 211, de 1973, se considerarán, entre otros, como hechos, actos o convenciones que tienden a impedir la libre competencia, los que entraben la producción de informaciones, el transporte, la distribución, circulación, el avisaje y la comercialización de los medios de comunicación. 


Para lo señalado en el artículo primero del decreto ley N° 211, se reputarán artículos o servicios esenciales los pertinentes a la operación o mantención de los medios de comunicación social. 


Artículo 38.- Cualquier hecho o acto relevante relativo a la modificación o cambio en la propiedad o control de un medio de comunicación social deberá ser informado a la respectiva Comisión Preventiva Regional o a la Comisión Preventiva Central, según corresponda, dentro de treinta días de ejecutado.


Con todo, tratándose de medios de comunicación social sujetos al sistema de concesión otorgada por el Estado, el hecho o acto relevante deberá contar con informe previo a su perfeccionamiento de la respectiva Comisión Preventiva respecto a su impacto en el mercado informativo. Dicho informe deberá evacuarse dentro de los treinta días siguientes a la presentación de la solicitud, en caso contrario se entenderá que no amerita objeción alguna. 

Párrafo 5°

De la responsabilidad y del procedimiento aplicables a los delitos de que trata esta ley


Artículo 39.- La responsabilidad penal y civil por los delitos y abusos que se cometan en el ejercicio de las libertades que consagra el inciso primero del número 12º del artículo 19 de la Constitución Política de la República, se determinará por las normas de esta ley y las de los Códigos respectivos.


Se considerará también autor, tratándose de los medios de comunicación social, al director o a quien legalmente lo reemplace al efectuarse la publicación o difusión, salvo que se acredite que no hubo negligencia de su parte. 


Artículo 40.- La acción civil para obtener la indemnización de daños y perjuicios derivada de delitos penados en esta ley se regirá por las reglas generales.


La comisión de los delitos de injuria y calumnia a que se refiere el artículo 30, dará derecho a indemnización por el daño emergente, el lucro cesante y el daño moral. 


Artículo 41.- La justicia ordinaria será siempre competente para conocer de los delitos cometidos por civiles con motivo o en razón del ejercicio de las libertades de opinión e información declaradas en el Artículo 19 número 12º, inciso primero, de la Constitución Política de la República. 


Esta regla de competencia prevalecerá sobre toda otra que pudiera alterar sus efectos, en razón de la conexidad de los delitos, del concurso de delincuentes o del fuero que goce alguno de los inculpados. 


Artículo 42.- Siempre que alguno de los ofendidos lo exigiere, el tribunal de la causa ordenará la difusión, en extracto redactado por el secretario del tribunal, de la sentencia condenatoria recaída en un proceso por alguno de los delitos a que se refiere el párrafo 3° del Titulo IV de esta ley, en el medio de comunicación social en que se hubiere cometido la infracción, a costa del ofensor.


Si no se efectuare la publicación dentro del plazo señalado por el tribunal, se aplicará lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 29. 

Disposiciones varias


Artículo 43.- Para los efectos del inciso segundo del artículo 1º del decreto ley Nº 211, de 1973, se reputarán artículos o servicios esenciales los pertinentes a la operación o mantención de los medios de comunicación social.


Artículo 44.- Derógase el número 1° del artículo 158 del Código Penal. 


Artículo 45.- Incorpórase el siguiente inciso final al artículo 504 del Código de Procedimiento Penal:


"La sentencia condenatoria por el artículo 374 del Código Penal ordenará la destrucción total o parcial, según proceda, de los impresos o de las grabaciones sonoras o audiovisuales de cualquier tipo que se hayan decomisado durante el proceso.".


Artículo 46.- Introdúcense a la ley Nº 12.927, sobre Seguridad del Estado, las siguientes modificaciones:


a) Reemplázase la letra b) del artículo 6º, por la siguiente:


"b) Los que ultrajaren públicamente la bandera, el escudo, el nombre de la patria o el himno nacional;".


b) Derógase el artículo 16.


c) Reemplázase el artículo 17 por el siguiente:


"Artículo 17.- La responsabilidad penal por los delitos previstos y sancionados en esta ley, cometidos a través de un medio de comunicación social, se determinará de conformidad a lo prescrito en el artículo 40 de la Ley sobre las Libertades de Opinión e Información y Ejercicio del Periodismo.".


d) Deróganse los artículos 18, 19, 20 y 21.


Artículo 47.- Para intercalar en el artículo 50 numero 2° del Código Orgánico de Tribunales, entre la expresión "los Ministros de Estado " y la expresión "los Intendentes y Gobernadores" la siguiente expresión: "Senadores, Diputados, miembros de los Tribunales Superiores de Justicia, Contralor General de la República, Comandantes en Jefe de las Fuerzas Armadas, General Director de Carabineros de Chile, Director General de la Policía de Investigaciones de Chile. 


Artículo 48.- Derógase la ley N° 16.643, sobre Abusos de Publicidad, a excepción de su artículo 49.".

- - - - - - -





Acordado en sesión celebrada el día 17 de abril de 2001, con asistencia de los Senadores señores Sergio Díez Urzúa (Presidente), Marcos Aburto Ochoa, Andrés Chadwick Piñera, Juan Hamilton Depassier y Enrique Silva Cimma.

Sala de la Comisión, a 18 de abril de 2001.

(FDO.): NORA VILLAVICENCIO GONZALEZ

Secretario
